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corporaciones locales para realizar las tareas de limpieza y desinfección, especialmente en los municipios 
pequeños, ha sido otro frente abierto en las labores de conseguir que los colegios sean espacios seguros.

La competencia de los ayuntamientos en las labores señaladas no resulta cuestionable. La Ley de Bases 
de Régimen Local, la Ley de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local o la propia Ley de 
Educación reconocen la obligación de las corporaciones locales en la conservación, mantenimiento y la 
vigilancia de los edificios escolares de educación infantil, primaria o especial. El problema estriba en la 
capacidad real de los ayuntamientos de pequeña entidad para atender estas funciones.

La descripción de un genérico concepto de mantenimiento y limpieza que han debido asumir las 
corporaciones locales ha tenido con las medidas anti-pandemia una mayor exigencia y complejidad; lo que 
se traduce indefectiblemente en gasto. Un gasto que si ya resultaba complicado hacer frente en condiciones 
de normalidad para municipios pequeños, ahora se antoja casi imposible si no se adoptan correlativamente 
las medidas necesarias con su cobertura presupuestaria.

La pandemia sigue marcando la actividad docente. Continuamos en una situación incierta sometida a 
renovadas amenazas de olas o repuntes de los datos de contagio o de impactos en los sistemas sanitarios. 
Ello nos obliga a continuar sumando esfuerzos y responsabilidades para avanzar en experiencia y eficacia 
mientras persista la amenaza del virus. Una ardua labor en la que sin duda las administraciones responsables 
adquieren un destacado protagonismo en el despliegue de sus capacidades y competencias para colaborar 
en la definición y puesta en marcha de todas aquellas medidas que han de regir en las aulas mientras perdure 
la situación de emergencia sanitaria.

Sin duda, el proceso de vacunación contra el SARS-CoV-19 de los menores de entre 11 y 5 años, que 
ha arrancado en Andalucía el 15 de diciembre de 2021, será un punto de inflexión importante en la lucha 
contra la enfermedad y permitirá mejorar la seguridad del alumnado en los centros educativos.

Esta Defensoría estará atenta a las incidencias y disfunciones que se puedan producir e intervendrá de 
manera inmediata en el ejercicio de nuestras competencias, para conciliar con todas las garantías, los 
diferentes derechos y libertades que pueden entrar en conflicto ante esta situación tan excepcional en la 
que nos encontramos.

1.4.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.4.2.1. Enseñanzas no universitarias

1.4.2.1.1. Educación Infantil 0-3 años

Durante 2021 se ha producido un descenso del número de quejas referidas a esta etapa educativa, 
versando casi todas ellas sobre el cálculo de las bonificaciones para el pago de las plazas en esta etapa 
educativa no obligatoria de la Educación.

Sin embargo, en la mayoría de los casos, analizadas las distintas quejas, no hemos podido observar 
irregularidad en la actuación administrativa, ya que el problema de fondo afectaba a cuestiones y 
circunstancias particulares de las familias afectadas.

Citemos un ejemplo. Una madre tenía atribuida en exclusiva la guarda y custodia de sus tres hijas menores, 
pero la sentencia de divorcio no era firme por haberla recurrido su ex marido. La ausencia de firmeza 
implicaba que los ingresos de este último fueran computados a efectos del cálculo de las bonificaciones 
que le pudieran corresponder por la plaza de educación infantil solicitada para la menor, por lo que la 
bonificación había resultado del 0%. En estas circunstancias tampoco se tenía en consideración que el 
progenitor nunca le había hecho efectivas las cantidades correspondientes a la pensión alimenticia acordada 
en la sentencia, siendo únicamente el sueldo de la reclamante de 900 € mensuales con los que contaba 
para mantener a las menores (queja 21/5223) .

Lamentablemente, la fórmula de cálculo de la bonificación que se había aplicado por la Administración 
era la correcta conforme a los establecido en el punto 10.1 A.b) de la Instrucción conjunta de 19 de 
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febrero de 2021, de la Dirección General de Planificación y Centros y de la Dirección General de la Agencia 
Pública Andaluza de Educación, sobre determinados aspectos relativos al procedimiento de admisión y 
matriculación del alumnado y a la concesión de ayudas económicas a las familias en el primer ciclo de la 
educación infantil para el curso 2021/22 en centros adheridos al programa de ayuda para el fomento de 
la escolarización en el primer ciclo de la educación infantil en Andalucía. Según esta instrucción, en caso 
de divorcio sin sentencia judicial “firme” ambos progenitores deben figurar como miembros de la unidad 
familiar y, por consiguiente, se computarán los datos de renta de ambos.

En referencia también al cálculo de las bonificaciones, en nuestro anterior informe aludíamos a una cuestión 
que atañe directamente a la Administración educativa y que afecta de manera general a todas las familias. 
Se trataba de la fórmula de cálculo utilizada según se hubiese presentado o no la declaración del Impuesto 
sobre la renta de las personas físicas (IRPF) aun cuando no se esté obligado legalmente a ello conforme a 
la normativa reguladora del mencionado tributo.

Y es que la Instrucción conjunta de 19 de febrero de 2020, de la Dirección General de Planificación y Centros 
y de la Dirección General de la Agencia Pública Andaluza de Educación, antes mencionada, establece con 
toda claridad cómo se han de calcular las bonificaciones si se ha presentado declaración de renta pero, 
sin embargo, nada se dice sobre cómo calcular las mismas si los posibles beneficiarios de las ayudas no 
tienen la obligación de presentarla, dándose la circunstancia de que son estas familias, precisamente, las 
que disponen de menos ingresos y se encuentran en una situación de mayor vulnerabilidad.

Conforme a la Instrucción señalada, por tanto, si se presenta declaración, se computan los ingresos de la 
unidad familiar menos los gastos deducibles, mientras que si no se presenta dicha declaración -insistimos, 
por no tener la obligación de hacerlo- tan solo se computan los ingresos brutos sin ningún tipo de descuento, 
por lo que la bonificación de la cuota es bastante inferior.

En cualquier caso, si estas unidades familiares conocieran previamente la trascendencia a efectos de 
la bonificación de referencia de presentar la declaración del IRPF a pesar de no estar obligadas a ello, 
con toda probabilidad presentarían su declaración. El problema es que dicha información no se facilita 
ni por parte de las escuelas y centros de educación infantil, ni aparece en ninguno de los medios que la 
Administración utiliza para informar al público, o al menos es lo que se ha deducido de la información que 
hasta el momento nos ha sido facilitada por la Agencia Pública Andaluza de Educación y por la Dirección 
General de Planificación y Centros.

Así las cosas, nos encontramos en un supuesto de desigualdad de trato entre iguales, por lo que, en el 
momento en el que se redacta este Informe, estamos en proceso de elaboración de una resolución de cuyo 
contenido daremos cuenta en el próximo informe.

Por último, respecto del primer ciclo de educación infantil, también debemos aludir a las reclamaciones 
recibidas por el cierre de alguna escuela de titularidad pública (queja 21/0965 y queja 21/0430).

Es cierto que el descenso de la natalidad en Andalucía ha significado una menor demanda de plazas en 
esta etapa educativa, añadiéndose en este caso, además, el temor de muchos padres y madres a que sus 
pequeños pudieran resultar contagiados del SARS-CoV-2, por lo que, a pesar de haberse demostrado que 
estos centros son espacios seguros y que la incidencia de contagios ha estado muy alejada de la que en 
principio se podía temer, muchas familias han optado por buscar otra manera de conciliar vida laboral y 
familiar, sin recurrir a la escolarización de sus hijos e hijas en este nivel educativo no obligatorio.

No obstante, y si bien el hecho de la bajada de la natalidad será una constante en los próximos años, 
entendemos que a medida de que la pandemia que nos azota vaya superándose, también se recuperará 
en parte la demanda existente antes de que apareciera en nuestras vidas este virus.

1.4.2.1.2. Escolarización del alumnado

La normativa reguladora de los procedimientos de admisión del alumnado en los centros docentes 
públicos y privados concertados fue regulada por la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre, por la que 
se modifica la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo. De acuerdo con lo dispuesto en su disposición final 

1.4. Educación



108

quinta, el Gobierno de la Junta de Andalucía, con carácter de urgencia, por iniciarse el procedimiento 
de escolarización en marzo de 2021, procedió a la aprobación del Decreto-ley 2/2021, de 2 de Febrero, 
modificando determinados aspectos de la normativa anterior sobre los procesos de escolarización.

El mencionado Decreto-ley se limita a adaptar la regulación autonómica sobre la admisión del alumnado 
a las modificaciones introducidas por la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre, así como a establecer 
ciertos aspectos organizativos derivados de dichas modificaciones, concretando, de igual manera, algunas 
cuestiones que, tras la experiencia obtenida en el procedimiento de escolarización del curso 2020-2021, 
habían originado determinadas dudas interpretativas.

Algunas de las principales novedades introducidas por la norma de referencia se concretan en las siguientes:

- Ampliación de los supuestos de prohibición de discriminación en los procesos de admisión del alumnado 
a los casos de origen racial o étnico, discapacidad, edad, enfermedad, orientación sexual o identidad de 
género.

- Para garantizar la posibilidad de escolarizar a todo el alumnado sin discriminación por motivos 
económicos, las actividades complementarias deberán ser programadas y realizarse de modo que no 
supongan un motivo de discriminación por esta causa.

- En cuanto a la programación de la red de centros, se señala que habrá de ser tenida en cuenta la oferta 
existente tanto de centros públicos, como la autorizada en los centros docentes privados concertados, 
la participación de todos los sectores afectados, garantizándose la existencia de suficientes plazas en el 
Sistema Educativo Público de Andalucía, especialmente en las zonas de nueva población, persiguiéndose, en 
todo caso, el objetivo de alcanzar la cohesión social y la consideración de la heterogeneidad del alumnado 
como oportunidad educativa.

- Las áreas de influencia se determinarán, oídas las administraciones locales, permitiendo garantizar 
la aplicación efectiva de los criterios prioritarios de admisión de proximidad al domicilio y cubran, en lo 
posible, una población socialmente heterogénea.

- En cuanto a los criterios para la admisión del alumnado, se introduce como novedad que el alumno o 
alumna haya nacido de parto múltiple, circunstancias que otorgará 1 punto, independientemente de la 
existencia de otros hermanos o hermanas que ya estén matriculados en el centro solicitado.

Para concluir con las novedades introducidas en el Decreto-ley 2/2021, de 2 de febrero, hemos de referirnos 
al alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo. Engloban este colectivo quienes requieran una 
atención educativa diferente a la ordinaria por presentar «retraso madurativo, por trastornos del desarrollo 
del lenguaje y la comunicación, por trastornos de atención o de aprendizaje, por desconocimiento grave 
de la lengua de aprendizaje, por encontrarse en situación de vulnerabilidad socioeducativa, por sus altas 
capacidades intelectuales, por haberse incorporado de forma tardía al sistema educativo o por condiciones 
personales o de historia escolar» (apartado 2 del artículo 31).

En este mismo ámbito destacamos la incidencia que el nuevo Decreto-ley realiza de los principios de 
calidad y equidad, principios indisociables en los que ha de basarse el sistema educativo. Y así, con el fin 
de asegurar la calidad educativa para todos y todas, la cohesión social y la igualdad de oportunidades, la 
Consejería competente en materia de educación garantizará una adecuada y equilibrada escolarización 
del alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo entre los centros docentes sostenidos con 
fondos públicos, y dispondrá las medidas necesarias para evitar la segregación del alumnado por razones 
socioeconómicas o de otra naturaleza, garantizando los recursos personales y económicos necesarios a 
los centros para ofrecer dicho apoyo. Asimismo, establecerá las medidas que se deban adoptar cuando se 
concentre una elevada proporción de alumnado de tales características en un centro educativo, que irán 
dirigidas a garantizar el derecho a la educación en condiciones de igualdad a todos los alumnos y alumnas.

En cuanto a la escolarización del alumnado con necesidades educativas especiales que por sus especiales 
características o grado de discapacidad no puedan ser debidamente atendidos en centros ordinarios y 
precisen por ello de un centros de educación especial, se establece que sus representantes legales han de ser 
«preceptivamente informados y oídos» (apartado 1 del artículo 33). Para este alumnado, la Administración 
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educativa se encuentra obligada a reservar hasta el final del periodo de matrícula un máximo de tres plazas 
por unidad en los centros públicos y privados concertados.

En cuanto a las quejas recibidas durante el año 2021, como viene aconteciendo en los últimos ejercicios, 
las dificultades para reagrupar a los hermanos en el mismo centro docente ha constituido el principal motivo 
de queja en materia de escolarización (quejas 21/7279, 21/3988, 21/4222, 21/6688, 21/6724, 21/6001, 
21/6614, 21/6522, y queja 21/6523, entre muchas otras).

Ya señalábamos en el informe correspondiente a 2020 que la nueva vía que estableció el Decreto 21/2020, 
de 17 de febrero (artículo 51) para escolarizar a los menores en el mismo centro en el que ya lo están 
otros hermanos y hermanas iba a tener escasa repercusión práctica. En efecto, esta reagrupación solo 
puede realizarse previa ponderación de las circunstancias que concurran en cada caso, siempre que no 
se conculquen derechos de terceras personas participantes en el procedimiento ordinario de admisión, y 
respetándose, además, las ratios máximas establecidas para cada enseñanza.

Es así como expresamente se hizo constar en las Instrucciones de 29 de febrero de 2020, de la 
Viceconsejería de Educación y Deporte, sobre los procedimientos de admisión y matriculación del alumnado 
en los centros docentes sostenidos con fondos públicos para el curso escolar 2020-2021, reproduciéndose 
de manera idéntica en las Instrucciones dictadas para el actual curso 2021-2022.

Este trámite de admisión en centros donde ya se encuentran otros hermanos no está desligado del 
procedimiento ordinario de escolarización. Ocurre, sin embargo, que por una cuestionable técnica legislativa, 
las normas reguladoras de estos procesos se han incluido en el articulado correspondiente a escolarización 
extraordinaria. La consecuencia de ello es que se ha inducido a una confusión a las familias, quienes vienen 
interpretando erróneamente que el procedimiento extraordinario es una vía a la que recurrir cuando la 
reagrupación de hermanos no ha sido posible en el procedimiento ordinario. Este error deviene en muchas 
ocasiones por la inadecuada información recibida de los centros docentes y de la propia Administración 
educativa.

Todas estas circunstancias han proporcionado que muchas familias que no han conseguido la escolarización 
de todos los hermanos en un mismo centro por el procedimiento ordinario, soliciten de nuevo el acceso 
en el procedimiento extraordinario -el conocido como Anexo IX-. Evidentemente estas solicitudes son 
sistemáticamente denegadas por no concurrir ninguno de los supuestos establecidos para justificar la 
escolarización extraordinarias: escolarización del alumnado de incorporación tardía motivadas por el 
traslado de la unidad familiar; por discapacidad sobrevenida de cualquiera de los miembros de la misma; 
por adopción, por el inicio o modificación de otras formas de protección de menores; o por ser victima de 
violencia de género o de acoso escolar.
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Del mismo modo, la Administración se ve imposibilitada, en la mayoría de estos casos, a autorizar el 
incremento de la ratio para facilitar el acceso de estos hermanos y hermanas, no ya solo porque esté 
sobrepasada la ratio en el centro docente y nivel solicitados, sino porque de hacerse tendrían prioridad 
en el acceso a las plazas escolares aquellos solicitantes que han quedado en lista de espera con mayor 
puntuación en el procedimiento ordinario.

También al respecto del proceso de escolarización, otro importante número de quejas han venido motivadas 
por la demora en el acceso a una plaza escolar solicitada mediante el procedimiento extraordinario (quejas 
21/3350, 21/3986, 21/6366, 21/6615, 21/6618, 21/6687, 21/6508 y queja 21/6515, entre otras muchas).

Si bien es cierto que el procedimiento de escolarización extraordinario está abierto durante todo el curso 
escolar, la mayoría de las solicitudes se reciben a su finalización o durante los meses del verano. De este 
modo, puede producirse cierta lentitud en la asignación de las plazas, teniendo en cuenta, además, que 
sobre todo en las etapas educativas de Enseñanza Secundaria Obligatoria y Bachillerato, hay que esperar 
al mes de septiembre para poder conocer las vacantes que han podido producirse como consecuencia de 
la repetición de curso del alumnado que ha de concurrir a los exámenes extraordinarios celebrados en 
este mes.

Por otra parte, también acontece que no todo el alumnado solicitante en el procedimiento ordinario ha 
obtenido plaza y en consecuencia se encuentra en lista de espera. Así, sumando las solicitudes con prioridad 
en el acceso a las vacantes junto con las solicitudes formuladas en procedimiento extraordinario, no es 
infrecuente que los trámites de gestión conlleven ciertas demoras en la asignación de las plazas escolares 
solicitadas.

No obstante, estas son unas circunstancias que se producen en todos los procedimientos de escolarización, 
por lo que no es justificable que alumnos y alumnas que solicitaron plaza en un centro educativo en el mes 
de junio o julio no se les adjudique una plaza hasta pasados dos o tres semanas del comienzo del curso en 
el mes de septiembre.

Por último, hemos de hacer alusión a las numerosas quejas recibidas durante el año 2021 en las que se 
ponía de manifiesto el desacuerdo de muchas comunidades educativas por la supresión de líneas en los 
centros docentes públicos de Andalucía, lo que, evidentemente, ha significado la disminución de la oferta 
de plazas en muchos de ellos.

Según los datos a los que hemos podido tener acceso, en total, el número de líneas suprimidas netas en 
la Comunidad Autónoma andaluza, para el curso 2021-2022, en los centros públicos de Educación infantil 
y primaria ha sido de 239, lo que ha supuesto unas 5.975 plazas menos ofertadas para dicho curso.

No obstante, esta medida ha afectado de manera desigual a las provincias. Esta desigualdad ha tenido su 
reflejo -como no podía ser de otro modo- en la procedencia de las quejas recibidas en la Institución. Sevilla 
ha sido la provincia más afectada con la supresión de 188 unidades y tan solo 68 creadas, con lo que para 
el presente curso cuenta con 120 líneas menos de Educación infantil y primaria que el curso anterior. En 
otras provincias, con cifras de supresión de líneas inferiores, también se observa una disminución respecto 
al curso 2020-2021: Cádiz tiene 47 unidades menos; Málaga 39; Córdoba 30; Huelva 17; Granada y Jaén 
8 cada una de ellas.

El principal motivo de esta disminución en la oferta es la bajada de la natalidad de los últimos años, por lo 
que también han sido muchas menos las plazas demandadas para el curso señalado. Aun partiendo de esta 
evidente premisa, un importante sector de la comunidad educativa -al que nos sumamos- no ha dudado 
en criticar que no se haya aprovechado esta coyuntura por la Administración educativa para disminuir la 
ratio en las aulas. Y ello no solo porque esta disminución de la ratio se perfila como una garantía de una 
educación de calidad y que con ello se dé respuesta a una reivindicación histórica de los profesionales de 
la enseñanza, sino porque, además, en estos momentos también hubiera supuesto una importante medida 
de seguridad para evitar la propagación entre los escolares de la Covid-19.

Pero lo cierto es que la supresión de líneas se ha realizado con estricta observancia de lo establecido 
en el Decreto 21/2020, de 17 de febrero, en la redacción actual de acuerdo con el Decreto-ley 2/2021, 
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de 2 de febrero, por el que se modifican con carácter urgente la normativa de admisión del alumnado en 
los centros docentes públicos y privados concertados de la Comunidad Autónoma de Andalucía y otras 
disposiciones normativas.

A pesar de ello, hay que señalar que en algunos casos -los menos- tras la finalización del plazo de 
presentación de solicitudes de escolarización, las Delegaciones Territoriales competentes, por necesidades 
de escolarización en las distintas zonas de influencia, han autorizado la reposición de líneas que fueron 
suprimidas en la inicial actividad de planificación.

No obstante, el temor expresado tanto por las familias, como por los propios centros, es que la supresión 
de líneas en los niveles de entrada al sistema educativo se traducirá en la eliminación progresiva de clases 
en los niveles superiores en los próximos años, lo que pudiera suponer, según expresan, la desaparición 
de algunos de los centros docentes.

1.4.2.1.3. Instalaciones escolares

Resulta evidente mencionar que el Sistema educativo depende, entre otros muchos factores, de las 
dotaciones de acogida de estas actividades docentes en los edificios e instalaciones asignados.

Muy relacionadas con las condiciones de habitabilidad de los centros educativos, recibimos muchas 
quejas a propósito de las medidas de ventilación de las aulas decretadas con motivo de la pandemia de 
Covid-19. En estas quejas se coincidía en evidencias de estas prácticas de apertura de ventanas y puertas, 
favorecedoras de ventilación y recorrido de aire coincidiendo con periodos de bajas temperaturas en 
localidades de especial impacto del invierno. Salvando algunas casuísticas muy singularizadas en algunas 
localidades andaluzas, promovimos de las autoridades educativas la máxima atención hacia estas demandas 
para hacer compatibles las medidas de prevención sanitaria con las condiciones de habitabilidad y estancia 
de alumnos y profesores.

Es el sentido de la queja de oficio abierta por iniciativa de la propia Defensoría sobre los sistemas 
de climatización de varios centros escolares en la ciudad de Córdoba al hilo de distintos proyectos 
comprometidos y anunciados para atender los equipamiento de varios centros en esta capital. Esperamos 
que en el próximo ejercicio podamos dar cuenta del resultado de esta queja de oficio a la que se han sumado 
algunos escritos individuales que coinciden ante la misma preocupación, queja 21/8804).

Al hilo de lo anterior, el inevitable impacto de la situación pandémica ha obligado a esta Institución a 
abordar las medidas dirigidas a la prevención y mantenimiento de los centros escolares aprobadas para 
la lucha contra la pandemia. En el marco de estas medidas, las autoridades han dispuesto actuaciones 
especiales de mantenimiento en los centros educativos en relación con la limpieza, higiene y desinfección, 
que se han dirigido a los municipios responsables de dichas labores. Sin embargo, estos edificios escolares 
quedan a cargo de los ayuntamientos que en muchas ocasiones presentan una dimensión muy pequeña y 
con graves incapacidades para afrontar estas excepcionales circunstancias de refuerzo o incremento de 
servicios.

Ante tal circunstancia, hemos investigado de oficio las intervenciones que han desarrollado las Diputaciones 
Provinciales para apoyar a los pequeños municipios para el cumplimiento de estas medidas de mayor 
atención y cuidado a los edificios escolares durante la pandemia (queja 20/8282).

Tras analizar todas las respuestas de las ocho Diputaciones andaluzas, la Defensoría ha sugerido que 
se arbitren los canales para apoyar a los municipios con las medidas de mantenimiento de estos centros 
escolares. En concreto, nos hemos posicionado a fin de que por parte de la Consejería de Educación y 
Deporte, así como por la iniciativa de las Diputaciones Provinciales, se dispongan de las vías de apoyo 
presupuestario en sus respectivos ámbitos para atender los impactos de incremento de las responsabilidades 
de mantenimiento atribuidas a los municipios para los centros educativos en el próximo curso académico 
2021/2022, con motivo de las medidas especiales de lucha contra la pandemia de Covid-19.
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1.4.2.1.4. Servicios educativos complementarios

Respecto al servicio de comedor escolar, uno de los servicios complementarios que con mayor asiduidad 
es utilizado por las familias, hemos recibido algunas quejas que se refieren a la calidad de los menús 
que son servidos en algunos de los centros docentes y, en particular, cuando esto afecta a menores con 
intolerancias alimenticias para los que se han de elaborar menús especiales (quejas 21/0745, 21/3261, 
21/6517 y 21/7286).

El problema radica en que para las empresas que prestan este servicio, y dada la heterogeneidad de 
intolerancias que puede sufrir el alumnado, a veces se produce cierto retraso en la elaboración de los 
menús individualizados, por lo que mientras estos se preparan el alumno o alumna afectados recibe lo que 
se denomina “menú basal”, de los que, con el criterio de máxima prudencia, se eliminan también alimentos 
que, en principio, podrían ser tolerados.

En opinión de algunas familias, tanto estos menús básicos, como posteriormente una vez adaptados a las 
necesidades del menor, presentan escasa calidad por la limitada variedad y por la cantidad de los alimentos 
servidos. Consideran además, que no reciben puntualmente las comunicaciones e información que se les 
ha de ofrecer a los progenitores sobre los menús que recibirán sus hijos e hijas y, de esta manera, poder 
supervisarlos.

Sin embargo, hemos podido observar que, en la mayoría de los casos, las pequeñas disfunciones que se 
producen sí son corregidas por las empresas concesionarias, a las que se les exige por la Administración 
educativa la elaboración de los menús bajo la supervisión obligatoria de un nutricionista, además de estar 
supervisados y aprobados por las autoridades sanitarias competentes. En este contexto, y ante la insistencia 
de la familia en que la calidad de los menús no responde a las exigencias de una buena alimentación, 
no nos queda otra respuesta que la de que deben dirigirse, precisamente, a esas autoridades sanitarias 
quienes, en última instancia, son las que pueden valorar si los menús servidos cumplen con las exigencias 
nutricionales óptimas o si, por el contrario, necesitan ser rediseñados conforme a las exigencias del Plan 
de Evaluación de la Oferta Alimentaria en centros escolares de Andalucía (EVACOLE). No corresponde 
a esta Institución pronunciarse sobre aspectos técnicos que competen en exclusiva a los organismos 
administrativos especializados en esta materia.

Otra cuestión que afecta tanto al servicio complementario de comedor escolar, como al de aula matinal, 
es la insuficiente oferta de plazas que se produce en algunos centros docentes, lo que se traduce en 
un verdadero problema para las familias que, sin poder recurrir a estos, ven realmente complicada la 
conciliación laboral y familiar.

Pero sin duda, el asunto de mayor importancia y relevancia social que hemos tratado durante el año 2021 
en relación al comedor escolar, ha sido la suspensión de dicho servicio, desde el inicio del curso 2020 y 
hasta el mes de febrero de 2021, en 132 centros docentes de Andalucía, por abandono del servicio de las 
empresas suministradoras, lo que fue objeto de investigación de oficio.

Esta incidencia, que afectó a todo el alumnado usuario de los 132 centros, incidió de manera singular al 
alumnado acogido al Plan de Ayuda Alimentaria, es decir, aquel que por encontrarse en riesgo de exclusión 
social o en riesgo de padecerla se le ha de garantizar tres comidas diarias: el desayuno, el almuerzo y la 
merienda. Por supuesto que el resto del alumnado usuario también sufrió las incomodidades de no poder 
recibir el servicio en el centro docente, pero sus familias podían garantizar una buena alimentación una vez 
regresaban a casa. No así aquellos acogidos al programa señalado.

Resulta paradójico que en circunstancias tan extremadamente complejas como el cierre de todos los 
centros docentes de Andalucía como consecuencia de la declaración del estado de alarma y posterior 
confinamiento de toda la población, la Consejería de Educación y Deporte tuvo la iniciativa y voluntad 
de realizar todas las actuaciones que fueron necesarias para que el alumnado más vulnerable pudiera 
acceder a los alimentos que se les venía proporcionando en los centros docentes a pesar de encontrarse 
estos cerrados.
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Pensemos que cuando se suspendió el servicio de comedor escolar durante la fase de confinamiento, eran 
inicialmente unos 18.000 alumnos y alumnas los que se beneficiaban del Plan señalado, pero en muy pocos 
días la Consejería coordinó los medios que fueron necesarios para que no solo esos niñas y niñas siguieran 
recibiendo sus menús, sino que se reconoció la necesidad de incluir en el mismo Plan a unos 12.000 más, 
por lo que el total de beneficiarios que fueron atendidos llegó hasta los 30.000, aproximadamente. Sin 
embargo, esta celeridad y contundencia en su actuación no sucedió en el asunto que tratamos ahora, de 
modo que los niños y niñas beneficiarios del Plan estuvieron, en algunos casos, hasta tres meses sin ser 
debidamente atendidos debido a la suspensión del servicio de comedor en sus colegios.

Estamos hablando del derecho de los niños y niñas a una alimentación suficiente y saludable, derecho 
íntimamente ligado al derecho a la propia existencia, y a la integridad física y moral, por lo que a la vista 
de todas nuestras consideraciones, y con fundamento en el interés superior de los menores, formulamos 
a la Consejería de Educación un Recordatorio de sus deberes legales y Recomendación, resultando, para 
nuestra satisfacción, que han sido aceptadas nuestras resoluciones

En respuesta a nuestras Resoluciones, la Consejería de Educación puso de relieve que el proceso de 
abandono del servicio que se produjo por parte de las diferentes empresas concesionarias, y que supuso 
su suspensión durante meses, vino provocado en la mayoría de los casos por un incremento de los 
precios de las materias primas de los menús escolares, la logística necesaria hasta los centros escolares y, 
fundamentalmente, por una elevación de los costes salariales señalados en convenio para los trabajadores 
de este servicio y que, de alguna manera, no habían tenido su reflejo en el incremento del precio público 
fijado para el servicio de comedor escolar con los que se financia esta prestación.

De acuerdo con lo anterior, entre las medidas adoptadas al objeto de adecuar el precio público a la realidad 
de los costes actuales del mercado y como mecanismo para evitar nuevos abandonos del servicio, y tras los 
contactos mantenidos con la patronal representativa del sector de la restauración colectiva en Andalucia 
(Aercan), se llegó al compromiso por parte de la Administración de elevación anual y progresiva del precio 
público del servicio de comedor escolar durante el periodo de los tres próximos años, de tal forma que 
evolucionase desde los 4,38 €/día existentes al inicio del curso escolar 2020-2021, hasta alcanzar los 4,98 
€/día durante el curso escolar 2023-24.

En ese sentido, el 6 de agosto se publicó en BOJA el Acuerdo de 3 de agosto de 2021, del Consejo 
de Gobierno, por el que se revisan las cuantías de los precios públicos de los servicios de aula matinal, 
comedor escolar y actividades extraescolares en los centros docentes públicos de Andalucia establecidos 
en el apartado A) del Anexo del Acuerdo de 27 de marzo de 2018, del Consejo de Gobierno, por el que 
se fija la cuantía de los precios públicos por los servicios complementarios de aula matinal, comedor 
escolar y actividades extraescolares en los centros docentes públicos y por el servicio de residencia en las 
residencias escolares de Andalucía, quedando fijado el precio diario del comedor escolar en 4,58€, como 
primer escalón de ese compromiso.

Del mismo modo, se actualizó la cuantía del precio público de acuerdo a los tipos impositivos que gravan 
cada uno de los dos componentes del servicio de comedor escolar (servicio de apoyo y vigilancia durante 
el horario de comedor pasando del 29% al 55% del coste del mismo sobre el cual sería de aplicación la 
exención del impuesto sobre el valor añadido y el servicio de elaboración, distribución y suministro de 
menús escolares pasando de un 71% a un 45% del coste del servicio sobre el que cabría aplicar un tipo del 
10% sobre la base Imponible del precio público) mediante Resolución de 1 de septiembre de 2021 de la 
Dirección General de la Agencia Pública Andaluza de Educación por la que se ajusta la cuantía del precio 
público del servicio de comedor escolar revisado por el Acuerdo de 3 de Agosto de 2021 del Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía.(queja 20/6564).

Respecto a otro de los servicios complementarios, el transporte escolar, hemos recibido quejas sobre las 
condiciones en las que se presta el servicio al alumnado escolarizados en centro de educación especial.

Sobre este asunto, en febrero de 2021, formulamos a la Dirección General de Planificación y Centros 
una Recomendación para que adoptara las medidas que fueran necesarias a fin de garantizar al alumnado 
usuario del servicio de transporte escolar de un centro específico de educación especial de la provincia de 
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Sevilla, que en todos los trayectos se cumplieran las medidas de distancia interpersonal recomendadas 
por las autoridades sanitarias para evitar el contagio y propagación del SARS.CoV-2, así como cualquier 
otra medida adicional que refuerce la protección de este alumnado.

Ciertamente, en el asunto que nos ocupa, nos encontramos con un espacio cerrados -autobús- en el 
que los usuarios -el día que menos 20, más el conductor y la monitora- no guardaban en ningún caso la 
medida de separación interpersonal de 1,5 metros, ni tampoco en muchos casos pueden hacer uso de la 
mascarilla por su situación de discapacidad y por sufrir, en muchos casos, trastornos graves de conducta. 
Sin embargo, nuestra Resolución fue rechazada por el centro directivo (queja 20/5970)

Por fortuna, la respuesta no fue la misma en el asunto que seguidamente describimos: el transporte 
utilizado para el alumnado afectado por discapacidad no disponía de aire acondicionado, no funcionaban 
las ventanillas -ni siquiera la del conductor-, la trampilla para subir las sillas de ruedas la mayoría de veces 
no funcionaba, la ventana del techo estaba rota y entraba agua cuando llovía, la mayoría de cinturones no 
enganchaban, y había asientos sueltos que algunos padres habían tratado de sostener con cuerdas.

Panorama, desde luego, inaceptable. Pero tan obvio era que desde la Agencia Pública Andaluza de 
Educación se nos informó de que en orden a subsanar las deficiencias, se iba a realizar una nueva licitación 
para contratar un nuevo vehículo que cumpliera con las condiciones especificadas en los pliegos de 
contratación y que debía estar en perfecto estado, para lo cual sería revisado previamente al inicio del 
presente curso (queja 21/3873).

En cuanto a las actividades extraescolares, hemos recibido quejas por la celebración, en los centros 
docentes públicos, de actividades relacionadas con determinados eventos religiosos, conteniendo 
pronunciamientos tanto a favor, como en contra, de estas celebraciones.

El principal argumento de quienes se muestran en contra de aquellas actividades que consisten en la 
representación de un Belén viviente durante la Navidad, o la simulación de una procesión de Semana 
Santa, es el de que con ello se está vulnerando el principio de laicidad de la enseñanza pública, así como 
el derecho a la libertad religiosa del alumnado y las familias.

Sin embargo, consideradas las posiciones expresadas en las quejas, y a partir de la información ofrecida 
desde las autoridades educativas, esta Institución ha podido analizar el sentido de las actividades 
extraescolares que están relacionadas con eventos festivos populares que ocupan temáticas religiosas. 
El proceso de elaboración, discusión y aprobación de estos eventos docentes responden a la normativa 
reguladora y cuentan con la aportación participativa de toda la comunidad educativa representada en los 
Consejos Escolares de los centros, donde se incluyen a madres y padres. Sus contenidos concretos (por 
ejemplo, referidos a las festividades de navidad o semana santa) no implican un ejercicio de identificación 
con una confesión religiosa, sino que se encuadran en actividades acordes con la actualidad social del 
calendario escolar. Y su organización garantiza que la participación del alumnado sea voluntaria, sin afectar 
al ámbito del ejercicio de las actividades religiosas y libertad de creencias y cultos.

En suma, consideradas las posiciones expresadas en las quejas, y a partir de la información ofrecida por 
las autoridades educativas, hemos de interpretar que la aplicación práctica que se ha realizado a la hora 
de diseñar y realizar las actividades extraescolares motivo de las quejas no vulneran la normativa vigente, 
ni tampoco restringen los derechos del alumnado, ni los derechos y funciones del personal educativo.

Por último, aludimos al servicio complementario de servicio de interpretación de lengua de signos española. 
En el informe de 2020 señalamos que la decisión de cerrar los centros educativos tras la declaración del 
estado de alarma no fue acompañada de los apoyos necesarios para que el alumnado afectado por algún 
tipo de discapacidad pudiera continuar su proceso de aprendizaje. Así ocurrió con el alumnado afectado 
por discapacidad auditiva al que, en dicho periodo de tiempo no se les facilitó el apoyo de los profesionales 
de intérpretes de lengua de signos.

Estos profesionales son contratados a través de la adjudicación de la prestación del servicio a la empresa 
con la que mantienen la relación laboral, y la Junta de Andalucía decidió durante la etapa de confinamiento 
que no se desarrollarían los servicios externalizados, de manera que, sin distinción alguna, equiparó los que 
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podían ser considerados prescindibles durante el estado de alarma -como el comedor, el aula matinal o el 
transporte escolar-, con los que son irrenunciables, como la interpretación de la lengua de signos española, 
tal como se concibe en la Ley 11/2011, de 5 de diciembre, por la que se regula el uso de la lengua de signos 
española y los medios de apoyo a la comunicación oral de las personas sordas, con discapacidad auditiva 
y con sordoceguera en Andalucía.

En este contexto, iniciamos una investigación de oficio ante la Consejería de Educación y Deporte, 
comprobando que, efectivamente, el alumnado con discapacidad auditiva no estaba recibiendo el apoyo 
de los profesionales señalados (queja 20/2615).

El problema no pudo solventarse porque, según argumentaba la Agencia Pública Andaluza de Educación, 
para la prestación telemática de dicho servicio hubiese sido necesario formalizar nuevos contratos con 
las empresas adjudicatarias, ya que a estas se les tendría que haber facilitado determinados medios de 
teletrabajo para su personal cuyo coste no se incluía en los contratos iniciales.

Las funciones del profesional de Intérprete de Lengua de Signos (ILS) resulta esencial para el alumnado 
afectado por discapacidad auditiva. En efecto, es el recurso específico que permite eliminar las barreras 
de comunicación con las que se encuentran el alumnado sordo o con discapacidad auditiva en sus distintos 
niveles, facilitando la comunicación e información entre sordos y oyentes, posibilitando el acceso a la 
enseñanza en igualdad de condiciones. Su trabajo implica la realización de una interpretación, directa 
o inversa, en todas las situaciones de comunicación, tanto en situaciones de aprendizaje formal como 
informal; la preparación de las materias que debe interpretar en coordinación con los tutores y profesorado, 
e incluso tutorizar las prácticas del alumnado de los Ciclos Formativos de interpretación de la Lengua de 
Signos Española. Por lo tanto, sus funciones no son únicamente asistenciales, sino también educativas, si 
bien los ILS no forman parte, técnicamente, del personal docente.

Son muchos los instrumentos jurídicos que desde el ámbito internacional, nacional y autonómico reconocen 
el derecho a la educación de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones que el resto de 
la ciudadanía, abogando, además, por una educación inclusiva y de calidad. Estos mismos instrumentos 
obligan a los poderes públicos a adoptar medidas y acciones eficaces para hacer realidad en el ámbito 
educativo el principio integrador.

Teniendo en cuenta lo señalado, por lo tanto, no podíamos compartir el criterio que siguió la Consejería 
de Educación y Deporte respecto de la equiparación del servicio de interpretación de lengua de signos 
con el resto de servicios complementarios. Ciertamente, mientras que estos se ponen a disposición de las 
familias y alumnado que pudiera necesitarlos, la utilización o el apoyo del intérprete de lengua de signos no 
es una opción elegible para el alumno o alumna con discapacidad auditiva, sino una necesidad irrenunciable.

Es por esta misma razón que hemos trasladado a la Consejería señalada nuestra discrepancia con la 
aprobación del Decreto 231/2021, de 5 de octubre, por el que se establece el servicio complementario de 
apoyo y asistencia para alumnado con necesidades educativas especiales por parte del profesional técnico 
de integración social y de interpretación de lengua de signos española y se regulan las condiciones para su 
prestación, autorización y gestión, ya que, como en su mismo enunciado se señala, se asienta el criterio 
de la complementariedad de unos servicios que resultan del todo esenciales.

No obstante, esperamos que, a pesar de ello, el alumnado sordo, con discapacidad auditiva y sordociego, 
no se vea privado en ninguna de las circunstancias que pudieran concurrir -tal como fue la suspensión 
de la docencia presencial durante el estado de alarma y confinamiento de la población- del servicio de 
interpretación de lengua de signos española, único medio a través del cual se garantiza la integración social 
de este alumnado y el pleno ejercicio de su derecho constitucional a la Educación.

1.4.2.1.5. Equidad en la Educación

La equidad en la educación hace referencia al tratamiento igualitario, en cuanto al acceso, permanencia 
y éxito en el Sistema educativo para todas las personas, sin distinción de género, etnia, religión, condición 
personal, social, económica o política. Significa garantizar el efectivo ejercicio del derecho fundamental a la 
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Educación consagrado, entre otros instrumentos jurídicos, en la Declaración de Universal de los Derechos 
Humanos y en nuestra Constitución Española.

A continuación se reseñan algunas de las principales intervenciones realizadas por la Defensoría para 
garantizar el ejercicio del derecho a la Educación del alumnado andaluz que, bien por sus circunstancias 
personales o bien por sus circunstancias sociales, se encuentra en una situación de desventaja en el acceso, 
permanencia, o promoción en el Sistema educativo andaluz.

Teniendo en cuenta lo anterior, en este subapartado diferenciaremos las medidas de equidad en los dos 
grupos: Educación especial y Educación compensatoria.

1.4.2.1.5.1.  Educación especial

En las sucesivas memorias anuales que esta Institución presenta al Parlamento, en relación con los 
aspectos que afectan al derecho a la Educación, destacan por sus valores intrínsecos todos los temas que 
abordan la educación especial, es decir, aquella parte del Sistema educativo que atiende la respuesta que 
ofrecen las políticas públicas dirigidas a la población con capacidades diversas en el particular ámbito de 
sus actividades educativas.

El conjunto de nuestro ordenamiento jurídico especial ha construido un principio básico que responde 
coherentemente al alcance universal del derecho a la Educación recogido por el artículo 27 de la Constitución 
y 52 del Estatuto de Autonomía. Dicho principio define la inclusión escolar como piedra angular sobre la 
que se desarrolla todo el repertorio de actuaciones que persiguen, sencillamente, hacer efectivo que ese 
derecho universal acoja con decisión y solvencia al alumnado con necesidades educativas especiales.

La actividad de la Defensoría durante este ejercicio de 2021 se ha centrado, en una gran parte, en analizar 
los conflictos que nacen de la vida cotidiana de muchas familias a la hora de hacer efectiva la presencia 
normalizada de sus hijos con capacidades diversas en su faceta educativa. En esta ocasión queremos 
destacar varias tipologías de queja que han sido atendidas desde la Institución.

Nos detenemos en una situación tan frecuente como carente de respuestas correctivas. Nos referimos a 
los retrasos en los Equipos de Orientación Educativa (EOE) para realizar en términos eficaces su delicado 
trabajo de estudiar y diagnosticar las trayectorias educativas de este alumnado con singulares capacidades. 
Estos equipos de profesionales definen las necesidades de los niños y niñas con discapacidad a la hora de 
incorporarse a su vida escolar, y en las sucesivas etapas, lo que permite un seguimiento y una adaptación 
de los recursos y atenciones que estos niños merecen en sus desempeños escolares. Se trata de una 
función sumamente delicada y no exenta de dificultades que acapara la atención de las familias y de los 
profesionales que acogerán a estos alumnos en los centros educativos en los que se escolarizan.

Pues bien, persisten las quejas por retrasos o discrepancias con los diagnósticos y dictámenes que se 
elaboran, tal y como recogen las quejas 20/1111, 21/7280, queja 21/3123, queja 21/4471, queja 21/4627, 
queja 21/4863 o queja 21/8184. Persisten dificultades para dotar de los recursos profesionales necesarios 
que permitan atender estos trabajos que suponen la definición y el diseño de los modelos de inserción 
escolar de estos alumnos.

Nos encontramos con una insuficiencia de plantillas diseñadas, bajas que no son cubiertas con agilidad, 
retrasos acumulados que dilatan estos trabajos y otros problemas que exigen una atención singular. Con 
resultado desigual en la conclusión de estas quejas, debemos reiterar la importancia estratégica del buen 
funcionamiento de los EOE, porque son quienes elaboran las trayectorias educativas de estos alumnos y 
alumnas y asumen un papel fundamental en la definición de los recursos de atención que se deben ofrecer 
desde los centros educativos donde se escolarizan y que van a disponer sus capacidades de respuesta para 
la atención educativa inclusiva y de calidad que merecen estos niños.

En otro tipo de situaciones, señalamos también el recurrente problema de la asignación de recursos y 
medios profesionales en sus distintas especialidades para el alumnado con capacidades diversas. Hemos 
de señalar que este tipo de quejas suelen tener una iniciativa colectiva a través de las AMPA o grupos de 
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profesionales de los centros que demandan la dotación de plazas adecuadas para atender las necesidades 
de este alumnado.

Un aspecto llamativo de la tramitación de este tipo de quejas es la aparente contradicción que se sustancia 
entre la demanda de las familias afectadas y la descripción de los recursos disponibles que nos ofrece 
la administración educativa. De tal manera se expresa esta disparidad de relatos que una parte de las 
actuaciones sobre las que versa la intervención de esta Institución consiste en dilucidar la entidad del 
conflicto y procuramos analizar si estamos ante casos de falta de dotación de recursos para la atención 
del alumnado, o si se trata de una carencia de previsión en la planificación y diseño de dichas necesidades.

Nos nos cansamos de señalar que la Institución 
procura realizar un ponderado ejercicio de 
sus atribuciones a la hora de posicionarnos 
en nuestras Resoluciones demandando más 
recursos o ampliación de personal, porque somos 
conscientes de que no resulta tarea fácil dar 
respuesta a estas medidas.

Ciertamente cualquier demanda de ampliación 
de la atención que se presta al alumnado con 
necesidades específicas de apoyo educativo se debe encontrar plenamente justificada, especialmente 
en épocas como las actuales de contención del gasto público. Por ello, a partir de la constatación de una 
carencia del servicio prestado a través del estudio y la investigación de cada caso, no podemos eludir nuestra 
posición institucional y procedemos, con todos los argumentos que se exponen en nuestras Resoluciones, 
a requerir las medidas de apoyo que resulten necesarias.

Del mismo modo, debemos reseñar que también se han producido avances ante concretos conflictos en 
los que la respuesta de la administración educativa ha sido colaboradora y ha aceptado las posiciones que 
le dirigimos para atender las medidas de refuerzo o dotación de profesionales que se requirieron desde 
esta Defensoría (queja 20/7364 y queja 20/8379).

Precisamente, para estructurar las medidas prescritas de escolarización del alumnado con necesidades 
educativas especiales, hemos valorado acometer una actuación de oficio para estudiar el sistema de 
asignación de recursos y medidas al alumnado con la intención de avanzar en una definición más precisa y 

“Acometer una actuación 
de oficio para estudiar 

el sistema de asignación 
de recursos y medidas al 

alumnado”
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detallada de las especialidades de atención y régimen de prestaciones que se prescribe para cada niño 
o niña. De sus resultados pretendemos dar cuenta en próximos informes (queja 21/8805).

Mientras, debemos reconocer que la realidad a la que nos enfrentamos ofrece frecuentes supuestos 
de dificultades de este alumnado en muchas parcelas en la vida del centro ya sea docente o de tipo 
extraescolar (una excursión, visita, actividad lúdica, o de cualquier naturaleza) por falta de un refuerzo 
de personal, lo que no favorece el principio de inclusión que se preconiza hacia estos menores.

Para exponer el análisis global que hemos desempeñado en esta labor de programación y diseño de 
las políticas de dotación de personal para el alumnado con necesidades especiales nos remitimos a la 
resolución a propósito de la queja presentada por una organización sindical de la provincia de Cádiz 
(queja 20/1971). En dicha resolución nos centramos en solicitar que se evaluara la ordenación de los 
recursos de Profesionales Técnicos de Integración Social (PTIS), destinados a la atención del alumnado 
con necesidades educativas especiales en la provincia de Cádiz y que se promoviera, en su caso, los 
refuerzos o ajustes que resulten adecuados para la cobertura del servicio educativo de integración de 
este alumnado.

Sin embargo, la respuesta de la Administración educativa se limitaba a argumentar la realización de 
los refuerzos o ajustes que se han considerado adecuados para la cobertura del servicio educativo 
de integración de este alumnado, en el marco de las disponibilidades presupuestarias existentes. Las 
argumentaciones que se expresaban en la resolución pretendían obtener un posicionamiento motivado 
de la Delegación a fin de conocer los argumentos de la Administración para no atender a lo solicitado en 
la resolución. Unos argumentos que, a todas luces, persiguen despertar el debate o el intercambio de 
posiciones con la mera intención de procurar mejor atención al alumnado y mejorar el servicio educativo 
prestado.

Ante la renuncia a un debate más argumentado, esta Institución lamenta la escasa receptividad de la 
Administración para ofrecer su respetable divergencia ante la resolución dirigida, en una actitud que 
viene siendo cada vez más frecuente con motivo de variados expedientes de queja que se tramitan ante la 
Consejería de Educación y Deporte y que reiteran las mismas y permanentes carencias de profesionales 
técnicos de inclusión social (PTIS) sin obtener las medidas correctivas necesarias.

En resumen, y como decíamos al comienzo, el hondo concepto de incorporación, normalización e 
inclusión de estos niños y niñas en su natural entorno educativo se resiente y daña si no dotamos este 
esfuerzo integrador con los recursos que se definen por los equipos técnicos.

En consecuencia, esta Defensoría considera que la administración educativa debe dar una respuesta 
adecuada y coordinada a las necesidades específicas de los alumnos que las necesiten integrados en el 
sistema educativo, dotando a los centros docentes sostenidos con fondos públicos de estos recursos, 
(educadores y profesionales de apoyo o fisioterapeutas, logopedas, pedagogos terapeutas, maestros de 
audición y lenguaje, educadores de educación especial y de apoyo, o de personal de enfermería, etc.) 
durante toda la jornada lectiva, con la finalidad última de mejorar las condiciones de vida de los menores 
así como su plena integración en el medio escolar, y con el objetivo del principio de igualdad consagrado 
en el artículo 14 de la Constitución Española.

1.4.2.1.5.2.  Educación compensatoria

En cuanto a la Educación compensatoria, las quejas se refieren principalmente a las becas y ayudas al 
estudio. Dentro de esta realidad se destaca de manera insistente dos cuestiones diferenciadas; por un 
lado, disconformidad con las denegaciones de las ayudas por entender los solicitantes que han reunido 
los requisitos necesarios para el acceso a la ayuda en cuestión (quejas 21/0556, 21/1150, 21/3497, 
21/2363, 21/2431, 21/2721); y, por otro, denuncia por la demora en el pago de las becas (quejas 21/0277, 
21/1660, 21/1661, 21/1671, 21/1662, 21/1663 y otras tantas más), con los consiguientes perjuicios para 
las familias más vulnerables, en general, y en particular, cuando el retraso en el pago afecta al alumnado 
con necesidades educativas especiales.
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En relación a esta última cuestión, en 2020 expusimos a la Dirección General de Atención a la Diversidad, 
Participación y Convivencia Escolar que, teniendo en cuenta el retraso con el que se producían los pagos 
de las ayudas para el alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo, parecía necesario que se 
implementaran todas aquellas medidas para que dichos pagos se pudieran realizar a principio del curso. 
Y es que estas ayudas destinadas a pagar terapias del alumnado se venían abonando muy avanzado el 
curso, e incluso, en alguna ocasión, cuando casi estaba concluyendo, con lo que los beneficios de aquellas 
perdían la eficacia que se pretende (queja 20/1575).

Tras nuestra intervención, fuimos informados de que, como novedad para Ia convocatoria de ayudas 
para alumnado con necesidad especifica de apoyo educativo, se había implementado para el curso 2020-
2021 en Ia aplicación Séneca un módulo de Educación Especial para la generación y firma de certificados 
de estas ayudas, en el cual se establece la generación y permanencia de los certificados de los centros 
docentes orientadores e inspectores y se facilita a las Delegaciones Territoriales su accesibilidad para el 
estudio y grabación de las solicitudes.

Dicha implementación había podido ser efectiva en una primera fase y se completaría para el total de 
solicitudes para el curso 2021-2022, con lo que podían reducirse los plazos para su grabación y propuesta 
de pago, previéndose que esto permitiría que el pago se pueda realizar antes de la finalización del año 
en el que se produzca la convocatoria, es decir, antes de que concluya el primer trimestre del curso.

También en relación a las ayudas para el alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo 
hemos recibido quejas en las que se ponía de manifiesto cierto error por parte de las familias en la 
interpretación de los requisitos exigidos para ser beneficiario en la convocatoria para el curso 2021-
2022. En todas estas quejas, sus promotores tenían la creencia, errónea, de que para poder obtener 
la ayuda era necesario aportar un certificado de discapacidad, argumentando ser una injusticia el que 
se dejara fuera de la convocatoria a aquellos alumnos y alumnas que, teniendo necesidades educativas 
especiales, no tuvieran declarada formalmente una minusvalía.

Sin embargo, y así se lo explicamos, comparando las convocatorias para el curso 2020-2021 con la del 
curso anterior, en ambos casos, conforme a los respectivos apartados 4 del artículo 2.A, el certificado de 
discapacidad de al menos un 33% solo se exige al alumnado discapacitado, siendo la única diferencia entre 
ambas convocatorias que si bien en la correspondiente al curso 2020-2021 se eximía de su presentación 
a quien ya lo hubiera aportado en el curso anterior, en la convocatoria para el curso 2021-2022 también 
tendrá que ser aportado aun en el caso de que ya se hubiera hecho para el curso 2020-2021

Por lo tanto, al alumnado no discapacitado, lo que se le sigue exigiendo es la aportación del certificado 
del equipo de orientación educativa y psicopedagógica o del departamento de orientación dependientes 
de la administración educativa correspondiente que acrediten que el alumno o alumna padece trastorno 
grave de conducta o trastorno grave de la comunicación y del lenguaje asociado a necesidades educativas 
especiales.

En cuanto a otro tipo de ayudas y becas al estudio, un significativo número de reclamaciones están 
relacionadas con la Beca 6000, persistiendo aquellas que se refieren a la lentitud con la que se vienen 
resolviendo los recursos de reposición contra las resoluciones denegatorias (quejas 21/2954, 21/5421 
y 21/3654, entre otras).

Pero también en este asunto hemos de celebrar que, en los primeros meses de 2021, se aprobara un 
segundo plan de choque, lo que suponía el incremento temporal de la plantilla del servicio de becas 
de la Dirección General de Atención a la Diversidad, Participación y Convivencia Escolar dedicado a la 
resolución de los recursos en 7 técnicos con titulación universitaria y cinco administrativos.

Tras un seguimiento de este asunto, la última información recibida del centro directivo es que con estos 
nuevos efectivos se han resuelto aproximadamente unos 1.000 recursos de los que estaban pendientes, 
lo que unido a los resueltos por el personal de plantilla del Servicio casi se ha duplicado el número de 
recursos que se han resuelto en 2021, habiéndose solicitado ya la prórroga del Plan o, en su caso, la 
aprobación de uno nuevo.
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1.4.2.1.6. Convivencia escolar

En relación a la convivencia en los centros docentes, el mayor número de quejas recibidas durante el año 
2021 se han referido a la discrepancia de los progenitores con las medidas disciplinarias impuestas a sus hijos 
e hijas por el incumplimiento de las normas del centro, bien por considerarlas desproporcionadas, o bien por 
considerar que el procedimiento no ha sido el correcto, e incluso por no aceptar las normas de convivencia 
impuestas por el propio centro (quejas 21/7449, 21/4900, 21/1440, 21/2720, 21/3353, 21/7526, 21/7293 
y otras tantas).

En la mayoría de los casos, hemos de explicar a las familias que los centros docentes cuentan con autonomía 
pedagógica, de organización y de gestión para poder llevar a cabo modelos de funcionamiento propios, lo que 
se concreta en el Plan de Centro, que es elaborado por el equipo directivo y aprobado por el Consejo Escolar.

Dentro de dicho Plan, se integra el Proyecto Educativo, y en este -con el fin de garantizar, tanto el ejercicio 
de los derechos del alumnado como el cumplimiento de sus deberes- se incluyen las normas de convivencia, 
tanto generales del centro como particulares de cada aula, así como un sistema que detecte el incumplimiento 
de las normas y para la imposición de las correcciones o medidas disciplinarias que, en su caso, se aplicarán.

En cuanto al procedimiento de imposición de las medidas correctoras o disciplinarias, también comprobamos 
que en la gran mayoría de los casos se aplica correctamente, y que en otros, si se ha producido alguna 
incidencia, ha sido subsanada, sin que haya supuesto ningún perjuicio para el alumno o alumna en relación a 
la conducta a corregir o sanción impuesta.

1.4.2.1.7. Enseñanzas en Régimen especial

La ausencia de adaptaciones en las pruebas de acceso, así como el no establecimiento de un cupo de 
reserva para alumnos o alumnas con discapacidad, en las Enseñanzas de Régimen Especial de Música, 
Danza y Arte Dramático han constituido el principal motivo de queja en esta materia. Se trata de un asunto 
que viene siendo objeto de análisis por esta Defensoría desde hace varios ejercicios y que, hasta la fecha, 
no se ha resuelto a pesar de los compromisos asumidos por la Administración educativa.

En esta ocasión, la interesada nos relataba que su hija, con un grado de discapacidad del 65%, además de 
recibir tratamiento de salud mental por ansiedad y pánico -lo que le impide vivir de manera independiente-, 
a pesar de haber obtenido en la prueba de acceso al grado superior de música una nota de 7.35, no se le 
había permitido el acceso al Conservatorio prioritario solicitado y que se encuentra en la misma ciudad 
en la que viven. Paradójicamente, en el caso de que hubiera existido un cupo de reserva para alumnado 
discapacitado, sí hubiera podido acceder. En cualquier caso, siendo inviable, por sus problemas de salud 
mental, su traslado al Conservatorio en el que sí había obtenido plaza situado en otra provincia, no pudo 
continuar con su proceso formativo (queja 21/5641).

Como decimos, la no existencia de cupo de reserva de plazas para personas con discapacidad, así como 
la no adaptación de las pruebas de acceso, ha sido abordada en anteriores ocasiones por esta Institución 
desde tiempo atrás, pudiéndonos remontar a los años 2015 y 2019, cuando formulamos la Sugerencia de 
que se realizaran las modificaciones normativas que fueran necesarias para subsanar esta grave deficiencia 
y la misma fue aceptada.

En el año 2021 hemos vuelto a reiterar el cumplimiento de nuestra resolución, habiendo sido informados 
por la Dirección General de Ordenación y Evaluación Educativa que, en la actualidad, la Secretaría General 
Técnica de Consejería de Educación y Deporte está elaborando la nueva orden de admisión que regulará 
las pruebas de acceso a las enseñanzas artísticas superiores y la admisión del alumnado en los centros 
públicos que imparten estas enseñanzas, en la que se incluirá un apartado sobre la reserva de cupo para 
el alumnado con discapacidad.

No obstante, nada se nos ha informado sobre esta misma cuestión pero referida a enseñanzas elementales 
y profesionales, por lo que hemos vuelto a dirigir solicitud de información al centro directivo, interesándonos 
sobre las actuaciones que se hayan llevado a cabo en orden a dar cumplimiento a la resolución que en su 
día fue aceptada, en el sentido de proceder a las modificaciones normativas necesarias a fin de que se 
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incluya la obligación de los conservatorios elementales y profesionales de adaptar las pruebas de acceso 
a las citadas enseñanzas al alumnado con discapacidad, además de que se contemple en los procesos de 
acceso y admisión la reserva de un cupo de plazas específicas para dichos alumnos y alumnas.

1.4.2.2. Enseñanza Universitaria
En este subapartado se relacionan las quejas tramitadas durante 2021 en materia universitaria 

con excepción de las quejas relacionadas con el personal docente universitario o con el personal de 
administración y servicios adscritos a las universidades, que son objeto de análisis dentro del apartado 
denominado empleo público.

Por razones de espacio comenzaremos resumiendo, aunque sea de forma somera, algunas cuestiones de 
interés planteadas en las quejas tramitadas durante 2021, dedicando los siguientes epígrafes a un análisis 
más específico y detallado de aquellas cuestiones que consideramos que presentan mayor interés, ya sea 
por el tema debatido o por las actuaciones desarrolladas.

Es inevitable comenzar este apartado reseñando las incidencias derivadas de la pandemia de Covid-19 
para la enseñanza universitaria en Andalucía, ya que, aunque la situación ha sido muy diferente a la vivida 
en 2020, especialmente al superarse el periodo de confinamiento que obligó a optar por un sistema de 
docencia virtual, lo cierto es que todavía no se ha restablecido en su totalidad la normalidad académica 
anterior a la pandemia.

Incluso nos atreveríamos a vaticinar que ya nada será igual en la enseñanza universitaria, como lo 
demuestran los datos que acreditan que la docencia virtual sigue estando presente en el ámbito universitario 
y es utilizada como sistema para la docencia o la evaluación en unos porcentajes notoriamente superiores 
a los que existían en el periodo prepandémico, y ello pese a haberse recuperado en su totalidad la 
presencialidad en las aulas.

A este respecto, debemos reseñar que la decisión de las autoridades académicas de volver a la plena 
presencialidad en la docencia universitaria, al igual que ocurriera con la decisión de optar por una docencia 
on line, no ha estado exenta de polémica y ha dado lugar a la recepción de diversas quejas promovidas por 
quienes consideraban dicha decisión precipitada y temeraria por la situación sanitaria existente.

Pese a todo, la mejor demostración de la vuelta a la normalidad en las aulas universitarias la encontramos 
en el hecho de que la mayoría de las quejas recibidas han vuelto a incidir en cuestiones que, con ciertas 
variaciones, se repiten de un año para otro.

Tal es el caso de las quejas relacionadas con incidencias durante los procesos de admisión a los distintos 
niveles de la enseñanza universitaria; las que cuestionan la denegación de becas universitarias; las que 
denuncian retrasos en la expedición de los títulos universitarios o del suplemento europeo al título; las 
relacionadas con la acreditación del nivel B1 de lengua extranjera; o las que plantean discrepancias con 
las calificaciones obtenidas en pruebas y exámenes.

Para concluir este apartado introductorio debemos mencionar la aprobación por el congreso de los 
Diputados el pasado mes de noviembre de la denominada Ley de convivencia universitaria que, si finalmente 
culmina su proceso aprobatorio en el Senado, supondrá la tantas veces reclamada por esta Institución 
derogación de la normativa preconstitucional que hasta la fecha reglaba el régimen disciplinario en las 
Universidades españolas.

1.4.2.2.1. Las complejidades del proceso de admisión

Un año mas, han sido numerosas las quejas recibidas en relación con incidencias habidas durante los 
procesos de admisión de aquellas personas que desean comenzar sus estudios en el nivel universitario. 
Unas quejas que ponen de manifiesto las complejidades que presenta el procedimiento telemático de 
preinscripción y matriculación que gestiona la Comisión de Distrito Único Universitario de Andalucía.

Aunque es de rigor reconocer la importante mejora que ha experimentado en estos últimos años el 
programa informático que gestiona este proceso, lo cierto es que el mismo está sujeto inevitablemente a 
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